
Impago a proveedores 

Resultan recurrentes las quejas que nos llegan de proveedores 
de Administraciones Públicas de Andalucía y de entes 
instrumentales creados por éstas, en las que se relata 

el tedioso, costoso y abusivo peregrinar por el que deben pasar para hacer efectivas facturas 
giradas por trabajos realizados.

Son los menos, los supuestos en los que tales retrasos obedecen a una coyuntural tramitación 
incorrecta de un expediente o a la aparición de circunstancias imprevisibles que, de alguna 
forma, pudieran justificar un cierto retraso en el proceso de reconocimiento de deuda y abono 
de la misma.

En este sentido, se detecta por esta Institución la existencia de numerosos casos en los que 
los desajustes habidos en la contabilidad traen como causa la conformación de presupuestos 
atendiendo a criterios más que cuestionables y que no responden al principio de prudencia.

Tales circunstancias, unidas a la, a veces, flagrante conculcación de las más elementales 
normas de ejecución presupuestaria y control de gasto, nos llevan a sospechar que algunas 
de las conductas detectadas bien pudieran encuadrarse dentro de tipos penales actualmente 
recogidos en el Código Penal o en los que, al parecer, van a contemplar anunciadas reformas del 
mencionado Código.

No obstante, al margen del debate sobre la oportunidad y las bondades que puedan tener 
modificaciones de tal índole, lo que a nuestro juicio resulta más apremiante es la localización 
de fórmulas que permitan desbloquear la situación que aparentemente presentan algunas de 
las entidades que han sido objeto de nuestra supervisión, especialmente teniendo en cuenta 
las consecuencias tan nefastas que ello acarrea a los distintos operadores económicos que han 
“osado” a contratar con ellas y el efecto en cadena que produce en terceros que ostenten derechos 
de crédito y especialmente en los trabajadores y asalariados de las empresas acreedoras.

En este sentido, consideramos que la habilitación de nuevas líneas de financiación del 
Instituto de Crédito Oficial podrían aliviar los graves problemas de liquidez que presentan 
algunas de las Administraciones a las que nos referimos, siempre y cuando dichas líneas no 
caigan en los mismos errores de planteamiento que presentaron iniciativas precedentes y que 
determinaron la escasa aceptación de las mismas por las entidades locales destinatarias.

Nuestra intervención en las quejas 
que nos son planteadas por impagos de 
Administraciones suele concluir, con carácter 
general, con el dictado de una Resolución en 
la que se incide en lo siguiente:

Recomendación: Que se proceda, sin 
mayores dilaciones, a la aprobación del Plan de 
Disposición de Fondos de Tesorería conforme 
a lo estipulado en el artículo 187 del Real 
Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de Marzo, por 
el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley 
Reguladora de las Haciendas Locales.

Recomendación: Que se respete 
escrupulosamente el orden de prioridades 
establecido en el artículo 187 del Real Decreto 
Legislativo 2/2004, de 5 de Marzo, para la 
expedición de órdenes de pago, sin perjuicio 
de lo dispuesto en el Plan de Disposición de 
Fondos de Tesorería.

Recomendación: Que por parte de 
la persona que ostente la responsabilidad 
de la intervención de fondos se dé estricto 
cumplimiento a lo estipulado en los artículos 
214, 215 y 218 del Real Decreto Legislativo 
2/2004, de 5 de Marzo, por el que se aprueba 
el Texto Refundido de la Ley Reguladora de las 
Haciendas Locales.

Un problema que se agudiza
por parte de las administraciones públicas. 
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tal registro, debiendo efectuarse dicha 
anotación antes de la remisión al órgano 
responsable de la obligación económica.

Transcurrido un mes desde la anotación 
en el registro de la factura o documento 
justificativo sin que el órgano gestor haya 
procedido a tramitar el oportuno expediente 
de reconocimiento de la obligación, la 
Intervención o el órgano de la Entidad 
local que tenga atribuida la función de 
contabilidad deberá requerir a dicho órgano 
gestor que justifique por escrito la falta de 
tramitación de dicho expediente.

El citado precepto concluye 
imponiendo a la Intervención o al órgano que 
tenga atribuida la función de contabilidad 
la obligación de incorporar al informe 
trimestral al que aludimos con anterioridad 
una relación de las facturas o documentos 
justificativos con respecto a los cuales 
hayan transcurrido más de tres meses desde 
su anotación en el registro y no se hayan 
tramitado los correspondientes expedientes 
de reconocimiento de la obligación o se haya 

justificado por el órgano gestor la ausencia 
de tramitación de los mismos. 

De este modo, el Pleno, en el plazo 
de 15 días contados desde el día de la 
reunión en la que tenga conocimiento 
de dicha información, deberá publicar 
un informe agregado de la relación de 
facturas y documentos que se le hayan 
presentado, agrupándolos según su estado 
de tramitación.

Considerando la trascendencia que 
estos requerimientos legales tienen para 
la adecuada gestión económica de las 
Entidades locales, esta Defensoría del Pueblo 

Andaluz va a permanecer especialmente 
atenta a que se dé estricto cumplimiento 
a los mismos.

(Ver Sección Segunda. Cap. XII)

Mención destacada entendemos que 
merece la modificación operada en julio de 
2010 a la Ley 3/2004, de 29 de Diciembre, 
por la que se establecen medidas de lucha 
contra la morosidad en las operaciones 
comerciales, a través de la Ley 15/2010.

La misma, por medio de su artículo 4.3, 
impone a la Tesorería o Intervención de 
las Corporaciones Locales la obligación de 
elaborar, con una periodicidad trimestral, 
un informe sobre el cumplimiento de los 
plazos previstos en dicha Ley para el pago 
de las obligaciones de cada Entidad local. 
Tal informe debe incluir obligatoriamente el 
número y cuantía global de las obligaciones 
pendientes en las que se esté incumpliendo 
los plazos.

Además, el artículo 5 de la norma 
exige a las Entidades Locales la tenencia de 
un registro de todas las facturas y demás 
documentos emitidos por contratistas 
a efectos de justificar sus prestaciones, 
correspondiendo su gestión a la Intervención 
municipal o al órgano que tenga atribuida la 
función de contabilidad.

De este modo, cualquier factura o 
documento justificativo emitido por los 
contratistas debe quedar anotado en 

Recomendación: Que se adopten las 
medidas necesarias para atender, sin más 
dilaciones que las legalmente estipuladas, el 
pago de las cantidades adeudadas a la parte 
promotora de la queja, junto con los intereses 
que resulten procedentes como consecuencia 
del retraso habido en los plazos de pago.
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http://www.defensordelpuebloandaluz.es/sites/all/themes/zen/dpa1/descargar.php?file=/sites/default/files/administraciones_economicas-ok-IA2011DPA.pdf&seccion=Actuaciones&descripcion=Informe%20Anual%202011%20por%20materias.%20Administraciones%20Econ�micas:

